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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE OAXACA. 

RECURSO DE REVISIÓN: 0184/2019. 

EXPEDIENTE: 0081/2018 SEGUNDA SALA 
UNITARIA DE PRIMERA INSTANCIA. 

PONENTE: MAGISTRADO RAÚL PALOMARES 
PALOMINO. 

 

OAXACA DE JUÁREZ, OAXACA, A VEINTISIETE DE FEBRERO DE 

DOS MIL VEINTE.  

Se tiene por recibido el cuaderno de recurso de revisión 

0184/2019, remitido por la Secretaría General de Acuerdos, con motivo 

del recurso de revisión interpuesto por **********, en contra de la 

sentencia de fecha veintidós de abril de dos mil diecinueve, dictada en 

el expediente 0081/2018 del índice de la Segunda Sala Unitaria de 

Primera Instancia, relativo al juicio de nulidad promovido por **********, 

en contra del POLICÍA VIAL PASCUAL LÓPEZ RUIZ, CON NÚMERO 

ESTADÍSTICO PV-199 DE LA COMISARÍA DE VIALIDAD DEL 

MUNICIPIO DE OAXACA DE JUÁREZ, OAXACA; por lo que, con 

fundamento en los artículos 236 y 237 de la Ley de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca vigente, se admite. Por 

consiguiente, se procede a dictar resolución en los siguientes términos: 

R E S U L T A N D O 

PRIMERO. Inconforme con la sentencia de fecha veintidós de abril 

de dos mil diecinueve, dictada por la Segunda Sala Unitaria de Primera 

Instancia, el ciudadano **********, interpuso en su contra recurso de 

revisión. 

SEGUNDO. Los puntos resolutivos de la sentencia recurrida son 

los siguientes: 

“PRIMERO.- Esta Sala Unitaria de Primera Instancia es competente 

para conocer y resolver de la presente causa, por las razones dadas en 

el considerando primero de este fallo. 

SEGUNDO.- La personalidad de las partes quedó acreditada en autos. 

TERCERO.- Se reconoce la LEGALIDAD y VALIDEZ del acta de 

infracción de folio **********, de diecinueve de septiembre de dos mil 

dieciocho, elaborada por el Policía Vial **********, con número 

estadístico ********** de la Comisaría de Vialidad del Municipio de 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca; en consecuencia, no ha lugar a la 
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devolución de la licencia de conducir ni la cancelación del acta de 

infracción. 

CUARTO.- NOTIFÍQUESE personalmente al actor y por oficio a la 

Autoridad demandada. CÚMPLASE.” 

C O N S I D E R A N D O: 

PRIMERO. Esta Sala Superior es competente para conocer del 

presente asunto, conforme a lo dispuesto por los artículos 114 QUÁTER 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 

artículos 1 párrafo segundo, 2 párrafos primero y cuarto, 4 fracción VIII, 

23, 24 fracción I, 25 fracción I y 27 de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico 

Oficial del Estado de Oaxaca el siete de noviembre de dos mil 

diecinueve; artículos 125, 127, 129, 130 fracción I, 131, 231, 236 fracción 

VII y 238 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado de Oaxaca, dado que se trata de un recurso de revisión 

interpuesto en contra de la sentencia de fecha veintidós de abril de dos 

mil diecinueve, dictada por la Segunda Sala Unitaria de Primera 

Instancia de este Tribunal, en el juicio de nulidad 0081/2018. 

SEGUNDO. Los agravios hechos valer se encuentran expuestos 

en el respectivo escrito del recurrente, por lo que no existe necesidad de 

transcribirlos, virtud a que ello no implica transgresión a derecho alguno 

del recurrente, como tampoco se vulnera disposición expresa que 

imponga tal obligación. 

En apoyo a lo anterior, se invoca la tesis emitida por los Tribunales 

Colegiados de Circuito, con número de registro 254280, publicada en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Volumen 81, Sexta 

Parte, Séptima Época, pagina 23, bajo el rubro y texto siguiente: 

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. NO ES OBLIGATORIO 
TRANSCRIBIRLOS EN LA SENTENCIA. Aun cuando sea verdad que el 
juzgador no transcriba en su integridad los conceptos de violación 
externados por la quejosa en su demanda de garantías, a pesar de 
indicarlo así en su sentencia, también lo es que tal omisión no infringe 
disposición legal alguna, pues ninguna le impone la obligación de hacerlo, 
máxime si de la lectura de la sentencia recurrida se advierte que el Juez 
de Distrito expresa las razones conducentes para desestimar los 
conceptos de violación hechos valer, aun cuando no transcritos(sic).” 

TERCERO.- El recurrente argumenta en su único agravio, señalado 

como primero, que la sentencia combatida es del todo ilegal, por lo cual 

resulta violatoria de las garantías individuales consagradas a su favor 

por los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales, en relación con el artículo 
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207, fracción I y II, de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa 

para el Estado de Oaxaca, en virtud de lo resuelto en el considerando 

cuarto no se ajusta a derecho, y así es procedente que se revoque la 

sentencia reclamada y se emita otra en la que se declare la nulidad del 

acta de infracción impugnada. 

Alega el recurrente que el Magistrado de la Segunda Sala no toma 

en cuenta la gravedad y el perjuicio que recae sobre el recurrente al 

dictarse una resolución que no está fundada ni motivada, indicando que 

el acta de infracción impugnada es ilegal, en virtud de que se violó en su 

perjuicio el artículo 17, fracción V, de la Ley de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado de Oaxaca, pues, la autoridad 

demandada, emitió un acta de infracción que no se encuentra 

debidamente fundada y motivada, ya que el policía vial omitió señalar 

con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o 

causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión 

el acto, toda vez que no se advierte del texto del acta de infracción que 

el policía vial haya señalado la parte específicamente aplicable del 

precepto legal, en donde se describa el concepto de la infracción en la 

que supuestamente se incurrió y la sanción impuesta como multa. 

Los anteriores argumentos vertidos por el recurrente en su escrito 

de recurso de revisión son inoperantes, en virtud de que se limita a 

exponer que existe una violación de los artículos 14, 16 y 27 

Constitucionales, en relación con el numeral 207 fracciones I y II de la 

Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de 

Oaxaca, toda vez que es ilegal la sentencia de fecha veintidós de abril 

dos mil diecinueve, emitida por la Segunda Sala Unitaria de Primera 

Instancia, ya que la autoridad demandada no fundó ni motivó 

debidamente el acta de infracción impugnada en el juicio natural, al no 

señalar las circunstancias especiales, razones particulares o causas 

inmediatas que se hayan tenido en consideración para el levantamiento 

del acta de infracción controvertida, y que además haya adecuación 

entre los motivos aducidos y las normas aplicables, sin que explique con 

argumentos lógicos jurídicos el por qué a su entendimiento, la sentencia 

referida conculca los preceptos legales que refiere y por qué estima 

ilegal la determinación del A quo, al haber declarado la validez del acta 

de infracción con número de folio ********** levantada el diecinueve de 

septiembre de dos mil dieciocho, por el policía vial con número 
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estadístico ********** de la Comisaría de Vialidad del Municipio de 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca. 

Al respecto, resulta aplicable la jurisprudencia IV.3o.A. J/20 (9a.), 

emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3, Materia Administrativa, 

Página 1347, con rubro y texto se insertan enseguida: 

 “AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN FISCAL. LO SON 

AQUELLOS QUE EN LUGAR DE CONTROVERTIR LA OMISIÓN O 

INEXACTITUD DE LA SALA A QUO EN EL ANÁLISIS DE LOS 

ARGUMENTOS DE DEFENSA EXPUESTOS EN LA DEMANDA SÓLO 

LOS REPRODUCEN. Los agravios en la revisión fiscal son inoperantes si 

lo alegado en ellos se limita a reproducir el planteamiento defensivo que 

se esbozó ante la instancia natural para sustentar la validez del acto o 

actos materia del juicio contencioso administrativo, en lugar de controvertir 

la omisión o inexactitud de la Sala a quo en el análisis de los argumentos 

a ese fin estructurados, merced a que la litis, tratándose del mencionado 

recurso, se circunscribe a examinar la legalidad o no de la determinación 

que la autoridad jurisdiccional de origen asumió frente a las exposiciones 

defensivas hechas valer, pero no a estudiar, de primera mano, el tema de 

discusión en el contexto primario, ya que de no estimarlo así, se 

inobservaría la técnica procesal que rige al comentado medio 

extraordinario de impugnación.” 

A lo anterior, cabe agregar que las manifestaciones previas 

realizadas por recurrente en su escrito de recurso de revisión, son una 

reproducción del concepto de impugnación tercero, expresado en el 

escrito de demanda y que ya fueron analizados por parte de la primera 

instancia, siendo necesario que el recurrente no se acotara a reiterar, lo 

que ya fue materia de estudio y sobre lo que ya existe un 

pronunciamiento específico, pues el estudio del recurso de revisión se 

circunscribe a examinar la legalidad o no de la sentencia que la Sala de 

Primera Instancia emitió, frente a los agravios hechos valer por el 

recurrente en la alzada, pero no a examinar los argumentos planteados 

en la demanda de nulidad. 

Se sostiene la anterior determinación, en la jurisprudencia 

IV.3o.A.J/20(9a) emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, perteneciente a la Décima Época, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 

XII, de septiembre de 2012, tomo 3, página 1347, cuyo rubro y texto son 

los siguientes: 
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“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE 

REITERAN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ABUNDAN SOBRE 

ELLOS O LOS COMPLEMENTAN, SIN COMBATIR LAS 

CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA. Conforme al 

artículo 88 de la Ley de Amparo, el recurrente debe expresar los agravios 

que le causa la sentencia impugnada, lo que se traduce en que tenga la 

carga, en los casos en que no deba suplirse la queja deficiente en términos 

del artículo 76 Bis de la ley de la materia, de controvertir los razonamientos 

jurídicos sustentados por el órgano jurisdiccional que conoció del amparo en 

primera instancia. Consecuentemente, son inoperantes los agravios que en 

el recurso de revisión reiteran los conceptos de violación formulados en la 

demanda, abundan sobre ellos o los complementan, sin combatir las 

consideraciones de la sentencia recurrida.” 

Por otra parte, en su primer agravio también plantea que la forma 

de resolver de la A quo es ilegal y violatoria del artículo 207 fracción I y 

II1 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado 

de Oaxaca, ya que la sentencia combatida infringe los principios de 

exhaustividad y congruencia que exige el precepto legal citado, ya que 

la A quo se encontraba obligada a examinar la totalidad de los puntos 

controvertidos en el juicio de nulidad y debió pronunciarse respecto de 

todos los argumentos escritos en la demanda, por lo que es procedente 

que se revoque la sentencia y se emita otra en la que se declare la 

nulidad que se pide. 

Indica que la Segunda Sala de Primera Instancia, omitió 

pronunciarse respecto de los conceptos de impugnación números 

primero, segundo y cuarto formulados en la demanda de nulidad, en el 

que se alegó la violación a lo dispuesto por el artículo 129, incisos i) y j), 

y 130, fracción II del Reglamento de Vialidad para el Municipio de 

Oaxaca de Juárez, toda vez que el policía vial no circunstanció en el acta 

de infracción los datos de su identificación, y la ilegalidad por falta de 

competencia de la autoridad emisora del acta de infracción, mismo que 

señala que de haber sido analizados, conducirían a una nulidad lisa y 

llana; o en su caso, a obtener un mayor beneficio para el recurrente, y al 

no haberlo considerando así, se violaron en su perjuicio las garantías de 

audiencia, legalidad y seguridad jurídica, tuteladas por los artículos 1, 14 

y 16 Constitucionales, en relación con el 207, fracciones I y II de la Ley 

 
1
 “ARTÍCULO 207.- Las sentencias que emita el Tribunal, deberán de contener: 

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las 
que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el 
examen y  valoración de las pruebas que se hayan rendido; 
II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la  
resolución; y(…)” 
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de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, 

por lo cual dice, es procedente se modifique la sentencia y se declare la 

nulidad del acta de infracción impugnada. 

Ahora bien, del expediente remitido a esta Sala Superior para la 

tramitación del presente recurso de revisión, al cual se le confiere valor 

probatorio pleno en términos del artículo 203 fracción I2 de la Ley de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, al 

tratarse de actuaciones judiciales, se advierte que la Primera Instancia 

en la parte relativa del considerando CUARTO determinó lo siguiente: 

“CUARTO.- La parte actora demandó la nulidad del acta de infracción del folio 

**********, de diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, elaborada por el 

Policía Vial **********, con número estadístico ********** de la Comisaria de 

Vialidad del Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca; respecto de la cual 

formuló  conceptos de impugnación y ofreció pruebas.   

Estudio de los conceptos de impugnación y pruebas ofrecidas por 

el actor. Los conceptos de impugnación hechos valer por el actor se 

encuentran expuestos en su escrito inicial de demanda, por lo que no existe 

necesidad de transcribirlos, al no transgredírsele derecho alguno, como 

tampoco se vulnera disposición expresa que imponga tal obligación; no 

obstante ello, serán valorados en el cuerpo de esta sentencia.  

Al respecto, resulta aplicable la Jurisprudencia por contradicción de 

tesis 2a./J. 58/2010, publicada en la Novena Época, por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, mayo de 2010, página 830, de rubro 

y texto siguiente:  

 

“CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS 
DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los 
preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título 
primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", 
de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador 
que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, 
para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las 
sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los 
puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del 
escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual 
debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad 
o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego 
correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman 
la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, 
quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo 
a las características especiales del caso, sin demérito de que para 
satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien 
los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que 
efectivamente se hayan hecho valer”. 

 

Del estudio de los conceptos de impugnación narrados en la 

demanda de la parte actora, resultan infundados, ya que no le asiste razón 

 
2 ARTÍCULO 203.- La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas: 
I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos 
públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de 
hechos de particulares; 
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a la actora de que el acta de infracción se encuentra indebidamente fundada y 

motivada, porque no especificó si la fundamentación o motivación es indebida 

o ambas. Tomando en consideración que un acto se encuentra indebidamente 

fundado y motivado cuando la fundamentación no corresponde a la motivación 

o viceversa. 

 

El original del acta de infracción se trata de una documental con valor 

pleno en términos del artículo 203 fracción I de la Ley de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el estado de Oaxaca, ya que fue elaborada por 

autoridad competente, en ejercicio de sus funciones y siguiendo con el análisis 

de la citada acta se advierte que, es un formato pre-impreso, el cual fue 

diseñado dada la especial y singular forma en que son realizados estos actos 

administrativos, ya que resultan ser infracciones de tránsito hechas en las 

calles del Municipio de Oaxaca de Juárez. 

 

Del contenido del acta de infracción se advierte que el Policía Vial 

invocó como fundamentación los artículos 59, fracción I, inciso d) y 137 del 

Reglamento de Vialidad para el Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca; y 

como motivación plasmó pasarse la luz roja del semáforo, actualizándose como 

falta la obligación como conductor de detener la marcha de la unidad de motor 

antes de la raya de alto total y respetar el señalamiento del paso peatonal; al 

no hacerlo así de motu proprio se ubicó en la hipótesis normativa. 

 

Dichos numerales disponen: 

 

“ARTÍCULO 59.- Son obligaciones de los conductores de vehículos 
automotores para que puedan circular libremente en la jurisdicción del 
Municipio de Oaxaca de Juárez:  

 

 I. Obedecer las indicaciones de los semáforos para vehículos, de la 
siguiente manera: 

  
 (…) 
  
 d) Frente a una indicación de luz roja del semáforo, los conductores 

deberán detener la marcha antes de la raya de alto total, respetando los 
señalamientos del paso peatonal o en su caso de no existir los señalamientos 
de alto total y cruce peatonal el conductor deberá dejar un espacio transversal 
entre los límites extremos de las banquetas el espacio suficiente para el cruce 
de peatones;  

  
(…). 

 
“ARTÍCULO 137- Los elementos de la Policía Vial están facultados en 

caso de una infracción a las disposiciones que dicta este Reglamento, para 
recoger licencias, tarjetas de circulación, placas de circulación y vehículos, a 
fin de garantizar el pago de las sanciones administrativas correspondientes.”  

 

Del contenido de dichos numerales se advierte que se encuentra 

prohibido pasarse la luz roja de un semáforo y a quien lo haga se le infracciona, 

y para garantizar el pago se le puede retener la licencia, tarjeta y placas de 

circulación, incluso el automotor. 
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Es por ello que en el caso concreto, no se aprecia que la 

fundamentación y motivación sea incorrecta o indebida como la expresa el 

actor, sino que sí corresponde a la infracción cometida. 

 

 Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia de rubro y texto: 

 
Época: Novena Época  
Registro: 175082  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXIII, Mayo de 2006  
Materia(s): Común  
Tesis: I.4o.A. J/43  
Página: 1531  
 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA 
GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, 
POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido 
formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional 
relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio 
que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que 
se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de 
todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de 
manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y 
controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. 
Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro 
forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la 
finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido 
exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la 
expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y 
posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que 
se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos 
relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo 
pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la 
relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es 
la subsunción. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO.” 
 

Por otra parte, en cuanto a la multa impuesta, por el Policía Vial, no asiste 

razón a la parta actora que en el acta de infracción se le haya impuesto una 

multa por la infracción cometida de pasarse la luz roja de un semáforo; ello es 

así, porque lo único que plasmó la autoridad demandada es el código de cobro 

V073, es decir, no se determinó una cantidad concreta para el pago 

correspondiente. 

 

 En ese contexto, no es la autoridad vial que levantó la infracción quien haya 

impuesto una multa; sino que esa actividad le corresponde a la exactora lo que 

de las constancias de autos no se aprecia que haya acontecido. 

 

 Sirve de apoyo en lo conducente la tesis de rubro y texto: 

  

Época: Décima Época  
Registro: 2012863  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 35, Octubre de 2016, Tomo IV  
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Materia(s): Común  
Tesis: V.2o.P.A.13 A (10a.)  
Página: 3037  
 
“RECIBO DE PAGO DE UNA MULTA POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO. 
ES UN ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, 
CUANDO LA ENTIDAD RECAUDADORA LIQUIDA EL MONTO DE LA 
INFRACCIÓN Y/O DE CONCEPTOS NO REFERIDOS EN LA BOLETA 
CORRESPONDIENTE (APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
182/2008). De la jurisprudencia 2a./J. 182/2008, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, diciembre 
de 2008, página 294, de rubro: "TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL 
RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD 
PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.", así como de la ejecutoria 
que le dio origen, se advierte que la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación estableció que el recibo de pago del impuesto sobre 
tenencia o uso de vehículos constituye solamente el medio idóneo para 
acreditar el cumplimiento de la obligación correspondiente y no un acto de 
autoridad imputable a la autoridad fiscal, debido a que es el gobernado quien 
voluntariamente acude a liquidar dicho impuesto, sin que exista un acto 
coercitivo de la autoridad correspondiente; de igual manera, señaló que no 
acontece lo mismo en relación con la determinación unilateral del monto a pagar 
por concepto de dicho impuesto o la negativa a proporcionar los servicios 
administrativos ante la existencia de algún adeudo por el concepto señalado, al 
constituir indudablemente actos de autoridad que afectan la esfera jurídica del 
gobernado, sin necesidad de acudir a los órganos judiciales, ni requerir del 
consenso de la voluntad del afectado, debido a que la autoridad administrativa 
encargada del trámite ejerce una facultad de decisión, por lo que constituye una 
potestad administrativa cuyo ejercicio le es irrenunciable. De esta manera, del 
criterio referido puede deducirse que, en términos generales, el recibo de pago 
de una contribución no constituye un acto de autoridad para efectos del juicio 
de amparo, pues lo único que acredita es la existencia de un acto de 
autoaplicación de la ley, en el caso de que la autoridad no haya intervenido en 
la determinación del tributo ni hubiese desarrollado actos diversos e 
independientes de la autodeterminación realizada por el propio contribuyente. 
En esas condiciones, si con motivo de una multa determinada por un agente de 
tránsito, el particular efectúa ante la tesorería el pago respectivo, sin que la 
entidad recaudadora realice determinación alguna, adoptando la postura pasiva 
de fungir sólo como receptora del pago, éste no constituye un acto de autoridad 
para efectos del juicio de amparo; sin embargo, no sucede lo mismo cuando en 
la boleta de infracción no se advierte que el oficial de tránsito hubiese 
determinado o liquidado alguna multa o infracción ni establecido las bases para 
cuantificarla (como acontece por ejemplo cuando se fija en específico el número 
de salarios mínimos que habrán de pagarse con motivo de la infracción), y en 
el recibo de pago se precisa la cantidad que el contribuyente debió enterar por 
concepto de multa por la infracción referida en la boleta, o bien, cuando en el 
recibo también se hace referencia a otros conceptos como parte del monto 
pagado, como podrían ser los de asistencia social, mejoras en servicio público, 
fomento al deporte, servicio de almacenaje, servicio de grúa y certificado 
médico, entre otros. Lo anterior es así, debido a que en esos dos supuestos, 
es evidente que la liquidación de dicha infracción y de los referidos 
conceptos fue realizada por la propia autoridad recaudadora, ya que no 
derivan directamente de la boleta de infracción, ni la actividad de la 
exactora se contrae a recibir pasivamente el pago que el particular realiza 
luego de haber sido determinado y liquidado por diversa autoridad, lo que 
pone de manifiesto que se trata de aspectos introducidos unilateralmente 
por dicha autoridad al momento del cobro y evidencia la existencia de una 
relación de supra a subordinación entre el gobernado y la referida 
autoridad, pues a través del cobro reflejado en el recibo de pago crea, 
modifica o extingue por sí o ante sí, una situación que afecta la esfera 
jurídica de aquél, ejerciendo facultades de decisión; de ahí que constituya 
un acto de autoridad para efectos del juicio constitucional, en términos del 
artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO.” 
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 A efecto de que no quede duda en relación al significado del código de cobro 

V073, el numeral 195 fracciones V, IX, X y XI  de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca, para el ejercicio fiscal dos mil 

dieciocho; cuyos contenidos son:  

 

 

  

 “Artículo 195. La determinación de las sanciones establecidas en el presente 
apartado para el cobro de infracciones de Vialidad del Municipio de Oaxaca de 
Juárez, se realizarán en los términos de la presente Ley aplicando 
supletoriamente en lo que no se oponga a la misma, el Reglamento de Vialidad 
para el Municipio de Oaxaca de Juárez. Para lo cual los policías viales quedan 
facultados para imponer las infracciones que se establecen en el presente 
apartado. 

 

Para el caso específico de las sanciones establecidas por infracciones 
al Reglamento de Vialidad, se establece lo siguiente: 

 
(…). 
 
V. Es obligación de los policías viales integrantes de la Comisaría 

de Vialidad sin excepción alguna, retener la licencia de conducir, tarjeta o 
placas de circulación del vehículo, con el objeto de garantizar el pago de 
las infracciones aplicadas, dichas garantías se deberán remitir debidamente 
relacionadas con el fin de garantizar el interés fiscal.  
  

 IX. Las infracciones establecidas en la fracción X del presente artículo tendrán 
un mínimo y un máximo para su aplicación, el cual se establecerá de acuerdo 
al grado de reincidencia en la comisión de infracciones de Vialidad en el lapso 
de un año, contados a partir de la primera violación. La sanción mínima se 
aplicará para la primera vez que se cometa la infracción; para la reincidencia 
deberá aplicarse el monto mínimo de la sanción sin derecho a descuento por 
pago oportuno; a partir de la segunda reincidencia se incrementará un cincuenta 
por ciento sobre el monto mínimo establecido, sin derecho a descuento por 
pronto pago; para la tercera reincidencia y adicionales se cobrará el monto 
máximo de la infracción incrementado en un cincuenta por ciento, sin derecho 
a descuento por pago oportuno. 
 
 X. Para el Ejercicio Fiscal 2018, las infracciones al Reglamento de Vialidad del 
Municipio de Oaxaca de Juárez, y las que se establezcan en esta Ley, se 
sancionarán conforme a lo dispuesto en la presente fracción: 
 
  

NUMERAL  CÓDIGO CONCEPTO ARTÍCULO Y 
ORDENAMIENTO 

(U.M.A) 

VEHÍCULOS MÍNIMO- 
MÁXIMO 

 
(…) 
 
f).- CONDUCCIÓN DE AUTOMOTORES 

 
 
27  
 

V073 Por aumentar la 
velocidad del 
vehículo ante la 
indicación de la 
luz amarilla del 
semáforo cuando 
el vehículo aún 
no haya entrado 
en intersección o 
pasarse la luz 
roja de los 
semáforos. 
 

Artículo 59 
fracción I 
incisos c) y 
d) del 
Reglamento 
de Vialidad 
 

20 - 
30 
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(…)”. 

 

En ese sentido, el código de cobro **********, corresponde a la infracción 

de pasarse la luz roja de los semáforos, el artículo, fracción e inciso del 

Reglamento de Vialidad para el Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca y que 

la sanción como multa será de 20 a 30 Unidad de Medida Actualizada; lo que 

se corrobora que aún no se determina la multa que se le impondrá; y para 

garantizar el pago correspondiente la autoridad demanda retuvo en garantía la 

licencia de conducir en estricto apego al artículo 195, fracción V, la Ley de 

Ingresos del Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca, para el ejercicio fiscal 

dos mil dieciocho. 

En consecuencia, con fundamento en el artículo 209 de la Ley de 

Procediendo y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, se 

RECONOCE LA LEGALIDAD Y VALIDEZ del acta de infracción de folio 

**********, de diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, elaborada por el 

Policía Vial **********, con número estadístico ********** de la Comisaria de 

Vialidad del Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca; en consecuencia, no ha 

lugar a la devolución de la licencia de conducir, ni la cancelación del acta de 

infracción, por cumplir la mencionada acta de infracción con los requisitos que 

alude el artículo 17 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado de Oaxaca; y del artículo 137 del Reglamento de Vialidad para el 

Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca.” 

 

Atendiendo al contenido de la determinación de la A quo, resulta 

sustancialmente fundado el argumento esgrimido por el recurrente; por 

lo  tanto, a fin de reparar el agraviado ocasionado al recurrente y toda 

vez que la Sala de Primera Instancia ha agotado su jurisdicción, pues ya 

existe un pronunciamiento; además, atendiendo al principio de tutela 

judicial efectiva consagrado en el artículo 17 Constitucional, es 

procedente que esta Sala Superior reasuma jurisdicción, lo que de 

manera alguna implica la suplencia de agravios. Este criterio se apoya 

en la jurisprudencia de la Novena Época, con número de registro 

177094, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer 

Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tomo XXII, Octubre de 2005, visible en la página 2075, de rubro 

y tenor siguientes:  

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. AL NO EXISTIR REENVÍO EL AD 

QUEM DEBE REASUMIR JURISDICCIÓN Y ABORDAR 

OFICIOSAMENTE SU ANÁLISIS, SIN QUE ELLO IMPLIQUE SUPLENCIA 

DE AQUÉLLOS. Si bien es cierto que en la apelación contra el fallo definitivo 

de primer grado el tribunal de alzada debe concretarse a examinar, a través 

de los agravios, las acciones, excepciones y defensas que se hayan hecho 
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valer oportunamente en primera instancia, porque de lo contrario el fallo 

sería incongruente, también lo es que esa regla es general dado que en la 

apelación no existe reenvío, por lo que el órgano jurisdiccional de segundo 

grado no puede devolver las actuaciones para que el a quo subsane las 

omisiones en las que hubiera incurrido, en aras de respetar ese principio de 

congruencia y no dejar inaudito a ninguno de los contendientes por lo que, 

a fin de resolver la litis natural en todos sus aspectos, el ad quem debe 

reasumir jurisdicción y abordar oficiosamente el análisis correspondiente, sin 

que ello implique suplencia de los agravios.”  

 

En consecuencia, corresponde entrar al estudio de los conceptos 

de impugnación formulado por el actor en su demanda de nulidad, de 

donde se advierte que en el segundo concepto de impugnación 

manifestó lo siguiente:   

“SEGUNDO.- La boleta de infracción con número de folio 

********** de fecha 19 de septiembre de 2018 que se impugna, resulta 

ser ilegal y viola en mi perjuicio lo establecido por el artículo 16 

Constitucional en relación con el artículo 17, fracción V, de la Ley de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, 

ya que la misma carece de la debida fundamentación y motivación 

de la COMPETENCIA material y territorial de la autoridad que la 

emite. 

En efecto, los artículos antes mencionados relacionados entre 

sí nos establecen que “Nadie” puede ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive 

la causa legal del procedimiento”, y por su parte el artículo 17, 

fracción V, de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para 

el Estado de Oaxaca, establece que: “Son elementos y requisitos de 

validez del acto administrativo”….V.- Estar fundado y motivado….” 

Y en la especie, se da la violación de los preceptos antes 

mencionados, ya que de lo anteriormente transcrito se desprende 

que para atender estrictamente la garantía prevista por el artículo 16 

Constitucional, la autoridad emisora debe acreditar su competencia 

tanto material, como territorial, señalando en el propio acto de 

molestia, no solamente los dispositivos legales que le otorguen 

expresamente las facultades para actuar, sino también el precepto, 

acuerdo o decreto que determine el ámbito territorial dentro del cual 

pueda ejercitar tales atribuciones, a fin de no dejarme en completo 

estado de indefensión y así tenga plena posibilidad de examinar si 

se encuentra ubicado dentro de la circunscripción territorial en donde 

se suscitaron los hechos, lo que en este caso no sucede, ya que 

simplemente en el acta de infracción que se impugna para 

fundamentar la competencia de la autoridad emisora solo cita lo 

siguiente: “..”…ARTICULO 115 FRACCIÓN II Y III INCISCO H DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
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MEXICANOS, 113 FRACCIONES II, Y III INCISO H DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 

DEL ESTADO DE OAXACA, 143 DE LA LEY ORGÁNICA 

MUNICIPAL DEL ESTADO DE OAXACA; 1, 3, 4, 18 FRACCIÓN I, 

89 FRACCIONES II Y V, 179, FRACCIONES I, III, XXVI, 189, 190 

FRACCIÓN XXII DEL BANDO DE POLICIA Y GOBIERO DEL 

MUNICIPIO DE OAXACA DE JUÁREZ,1, 2, 3, 7, 54, FRACCIÓN 

XXII DEL REGLAMENTO DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, VIALIDAD Y PROTECCIÓN CIVIL DEL MUNICIPIO DE 

OAXACA DE JUÁREZ; 1, 2, 5, 6 FRACCIONES XXIV Y XXXIV, 11, 

60, 136, 137, 138, 139, 149 Y DEMAS RELATIVOS DEL 

REGLAMENTO DE VIALIDAD PARA EL MUNICIPIO DE OAXACA 

DE JUÁREZ; Y 1, 2, 195 FRACCIONES V, VII, X, XI DE LA LEY DE 

INGRESOS DEL MUNICIPIO DE OAXACA DE JUÁREZ,…” De lo 

anterior no se puede tener por debidamente fundada y motivada la 

competencia material y territorial de la autoridad que emite el acta de 

infracción que se impugna, ya que no se menciona el dispositivo legal 

que exactamente otorgue tal competencia, por lo que es claro que la 

autoridad emisora viola lo establecido por el artículo 16 

Constitucional en relación con el artículo 17, fracción V, de la Ley de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, 

ya que carece de la debida fundamentación y motivación de la 

competencia territorial y material de la autoridad que la emite, por lo 

que procede se deje sin efectos el acta de infracción que se impugna. 

[…]” 

En relación al concepto de impugnación en estudio, del acta de 

infracción folio ********** de diecinueve de septiembre de dos mil 

dieciocho, se advierte que el Policía Vial con número estadístico 

**********, adscrito a la Comisaría de Vialidad del Municipio de Oaxaca 

de Juárez, Oaxaca, invocó como fundamentación para el levantamiento 

del acta de infracción referida los siguientes preceptos legales: 

“ARTICULO 115 FRACCIÓN II Y III INCISO H DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 113 

FRACCIONES II, Y III INCISO H DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DEL ESTADO DE OAXACA, 143 

DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE OAXACA; 1, 3, 

4, 18 FRACCIÓN I, 89 FRACCIONES II Y V, 179, FRACCIONES I, III, 

XXVI, 189, 190 FRACCIÓN XXII DEL BANDO DE POLICIA Y GOBIERO 

DEL MUNICIPIO DE OAXACA DE JUÁREZ,1, 2, 3, 7, 54 Y 55 

FRACCIÓN XXII DEL REGLAMENTO DE LA COMISIÓN DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, VIALIDAD Y PROTECCIÓN CIVIL DEL 

MUNICIPIO DE OAXACA DE JUÁREZ; 1, 2, 5, 6 FRACCIONES XXIV Y 
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XXXIV, 11, 60, 136, 137, 138, 139, 149 Y DEMAS RELATIVOS DEL 

REGLAMENTO DE VIALIDAD PARA EL MUNICIPIO DE OAXACA DE 

JUÁREZ; Y 1, 2, 195 FRACCIONES V, VII, X, XI DE LA LEY DE 

INGRESOS DEL MUNICIPIO DE OAXACA DE JUÁREZ, los cuales 

disponen lo siguiente:  

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma 

de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, 

teniendo como base de su división territorial y de su organización política 

y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 

(…) 

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán 

su patrimonio conforme a la ley.  

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las 

leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los 

Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y 

disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus 

respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública 

municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios 

públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y 

vecinal.  

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:  

a) Las bases generales de la administración pública municipal y del 

procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y 

los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los 

particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, 

audiencia y legalidad;  

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de 

los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten 

el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que 

comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del 

Ayuntamiento;  

c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que 

se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo 

párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución;  

d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una 

función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio 

correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que 

se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será 

necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por 

cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y  
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e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten 

con los bandos o reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los 

procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se 

presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquéllos, 

con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores;  

 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos 

siguientes: 

(…) 

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, 

policía preventiva municipal y tránsito; e (…) 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

OAXACA 

Artículo 113.- … 

II.- Los Municipios a través de sus Ayuntamientos, administrarán 

libremente su hacienda, la cual se compondrá de sus bienes propios y de 

los rendimientos que éstos produzcan, así como de las contribuciones e 

ingresos que la Legislatura del Estado establezca a su favor y en todo 

caso: 

 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales que 

establezca el Estado sobre la propiedad inmobiliaria, de su 

fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejoras, así como 

las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. 

 

Los Municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste 

se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la 

administración de esas contribuciones. 

 

b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a 

los Municipios, con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente 

se determinen por las Legislaturas de los Estados, y 

 

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su 

cargo. 

 

Las leyes locales no establecerán exenciones o subsidios respecto de las 

mismas contribuciones, a favor de personas físicas o morales, ni a 

instituciones oficiales o privadas. Sólo los bienes del dominio público de 

la Federación, de los Estados o de los Municipios estarán exentos de 



16 

dichas contribuciones, salvo que tales bienes sean utilizados por 

entidades paraestatales o por  particulares, bajo cualquier título, para 

fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 

 

Los Ayuntamientos en el ámbito de sus competencias, propondrán a la 

Legislatura del Estado las tasas, las cuotas y tarifas aplicables a 

impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores 

unitarios del suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de 

las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 

 

La Legislatura del Estado aprobará las leyes de ingresos de los 

Municipios, revisará y fiscalizará sus cuentas públicas. Los Presupuestos 

de Egresos serán aprobados por los Ayuntamientos con base en sus 

ingresos disponibles, autorizando las erogaciones plurianuales para el 

cumplimiento de las obligaciones de pago derivadas de los proyectos de 

inversión en infraestructura pública o de prestación de servicios públicos, 

que se determinen conforme a lo dispuesto en la Ley. Las erogaciones 

autorizadas deberán incluirse en los subsecuentes Presupuestos de 

Egresos durante la vigencia de los contratos correspondientes. 

Adicionalmente los Ayuntamientos deberán incluir en los Presupuestos 

de Egresos los tabuladores desglosados de las remuneraciones que 

perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto 

en el artículo 138 de esta Constitución. Los recursos que integran la 

hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los 

ayuntamientos o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley. 

 

Los ayuntamientos por conducto del Presidente Municipal, presentarán al 

Órgano Superior de Fiscalización del Estado de Oaxaca la Cuenta 

Pública del año anterior a más tardar el último día hábil del mes de 

febrero, asimismo, entregarán los informes y demás datos que le sean 

solicitados de acuerdo a lo establecido en las leyes. 

 

En el año que concluya su mandato, los Ayuntamientos presentarán dicha 

Cuenta Pública al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 

Oaxaca, conforme a los plazos y procedimientos que se establezcan 

legalmente; 

 

III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos 

siguientes: (…) 

 

h) Seguridad pública, en los términos del Artículo 21 de la Constitución 

General de la República, policía preventiva municipal y tránsito; así como 

protección civil. 

 

 

LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE OAXACA 
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ARTÍCULO 143.- Las infracciones a las normas contenidas en los 

Bandos de Policía y Gobierno, Reglamentos, Circulares, Acuerdos y 

demás disposiciones normativas de observancia general y carácter 

municipal, se sancionarán indistintamente, con: 

 

I.- Amonestación; 

 

II.- Multa hasta por doscientos Unidades de Medida y Actualización al 

momento de cometer la infracción, con las excepciones y permutaciones 

que establece el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 

 

III.- Suspensión o cancelación de permisos y licencias; 

 

IV.- Clausura hasta por ochenta días naturales o definitiva; 

 

V.- Arresto hasta por treinta y seis horas; esta sanción podrá conmutarse 

por la realización de un servicio a favor de la comunidad, en los términos 

que fije el propio Bando de Policía y Gobierno; 

 

VI.- A los concesionarios de los servicios públicos municipales; 

 

a) Multa hasta por mil Unidades de Medida y Actualización o las que se 

fije en el instrumento de concesión; y 

 

b) Revocación de la concesión. 

 

VII.- Pago al erario municipal por el daño causado, sin perjuicio de las 

demás sanciones que procedan. 

 

Para la imposición de las sanciones a que se refiere el presente Capítulo 

se deberán tomar en cuenta las condiciones particulares del infractor, la 

gravedad y las circunstancias en la comisión de la infracción. 

 

BANDO DE POLICÍA Y GOBIERNO DEL MUNICIPIO DE OAXACA DE 
JUÁREZ (2017-2018) 
ARTÍCULO 1.- El presente Bando de Policía y Gobierno del Municipio de 

Oaxaca de Juárez, es de orden público y tiene por objeto: 

Establecer las normas generales básicas para orientar el régimen de 

gobierno, la organización y funcionamiento de la administración pública 

municipal. Identificar a sus autoridades así como su ámbito de 

competencia con estricto apego a las disposiciones previstas por: 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Los Tratados Internacionales suscritos y ratificados por México; 

III. Las Leyes Federales; 

IV. La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; y 
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V. La Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca. 

Sus disposiciones son de observancia general y obligatoria en todo el 

territorio municipal. 

 

 ARTÍCULO 3.- Este Bando de Policía y Gobierno, los reglamentos, 

acuerdos y demás disposiciones administrativas que expida el Honorable 

Ayuntamiento, serán obligatorias para autoridades, servidores públicos y 

todo individuo que se encuentre dentro del Municipio de Oaxaca de 

Juárez; su aplicación corresponde a las autoridades municipales, quienes 

en el ámbito de su competencia deberán vigilar su cumplimiento e 

imponer las sanciones respectivas a sus infractores. 

 

ARTÍCULO 4.- El Honorable Ayuntamiento del Municipio de Oaxaca de 

Juárez, tiene competencia plena sobre el territorio del Municipio de 

Oaxaca de Juárez para decidir sobre su organización política, 

administrativa y tributaria, sobre la prestación de los servicios públicos de 

carácter municipal, ajustándose a lo dispuesto por: 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Tratados Internacionales suscritos y ratificados por el Estado 

Mexicano; 

III. Las Leyes Federales; 

IV. La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 

V. Las Leyes Estatales; y 

VI. Los Reglamentos Municipales. 

 

ARTÍCULO 18.- Son obligaciones de la población del Municipio de 

Oaxaca de Juárez: 

I. Respetar y cumplir el presente Bando de Policía y Gobierno, 

reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia 

general emanadas del Honorable Ayuntamiento; (…) 

 

ARTÍCULO 89.- Corresponde a la Comisión de Vialidad, proponer al 

Honorable Ayuntamiento los acuerdos, mecanismos e instrumentos que 

resulten necesarios para regular el funcionamiento de la vialidad en la 

circunscripción municipal. 

Tendrá a su cargo el despacho de los siguientes asuntos: 

 
II. Proponer y vigilar programas de Vialidad que resulten necesarios para 

beneficio de la población del Municipio de Oaxaca de Juárez;  

(…) 

V. Los demás que sean necesarios en el desempeño de sus funciones y 

aquellos que el Honorable Ayuntamiento le encomiende; 

 

ARTÍCULO 179.- La Comisión de Seguridad Pública y Vialidad es un 

cuerpo preventivo de seguridad; estará bajo el mando directo del 

Presidente Municipal, salvo en los dos casos a que refiere la fracción VII 

del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, será la encargada de dirigir las actividades tendientes a 
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salvaguardar los intereses de la ciudadanía mediante la planeación, 

coordinación y ejecución de acciones operativas de seguridad, 

prevención social del delito, combate a la delincuencia y vialidad, 

respetando los derechos humanos. Se regirá por su propio reglamento y 

será auxiliar de las autoridades que señalen las Leyes Federales, 

Estatales y Reglamentos Municipales; la titularidad de esta Comisión 

estará a cargo del comisionado que al efecto nombre el Presidente 

Municipal, con las siguientes atribuciones y obligaciones: 

I. Preservar el orden, la tranquilidad, la seguridad pública y la paz social 

dentro del territorio Municipal; (…) 

III. Prevenir la comisión de delitos y de infracciones a los reglamentos de 

Vialidad, de faltas administrativas en materia de Seguridad Pública y de 

justicia administrativa, así como de proteger a las personas en sus 

propiedades y en sus derechos; (…) 

XXVII. Implementar y administrar el Sistema de Información de Seguridad 

Pública Municipal; (…) 

ARTÍCULO 189.- La Comisaría de Vialidad, es la dependencia 

encargada de regular el tránsito peatonal y de vehículos, las vialidades, 

la prevención y atención de siniestros, y accidentes vehiculares, en cuyos 

aspectos técnicos de estudio y análisis coadyuvará para salvaguardar la 

integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, 

el orden y la paz pública. 

ARTÍCULO 190.- La Comisaría de Vialidad tiene las siguientes 

atribuciones y obligaciones: (…) 

XXII. Imponer sanciones a las personas que infrinjan los Reglamentos de 

Vialidad con apego a la Ley de Ingresos vigente; y 

 

REGLAMENTO DE LA COMISION DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

VIALIDAD Y PROTECCIÓN CIVIL DEL MUNICIPIO DE OAXACA DE 

JUÁREZ 

 

Artículo 1.- El presente reglamento es de interés público y observancia 

general, y obligatorio para los integrantes de la Comisión de Seguridad 

Pública Vialidad y Protección Civil Municipal, el cual tiene por objeto, 

regular el servicio, la organización y funcionamiento de sus integrantes 

como encargados de la prestación delos (sic) servicios de Seguridad 

Pública, Vialidad y Protección Civil dentro del Municipio de Oaxaca de 

Juárez. 

 

Artículo 2.- La Seguridad Pública, es una función a cargo de la 

Federación, Estados y Municipios, integrados al Sistema Nacional de 

Seguridad Pública, que tienen como fines salvaguardar la integridad 

física y derechos de las personas, preservar la libertad, el orden y la paz 

pública, a través del respeto irrestricto de los derechos humanos, la 

aplicación de acciones tendientes a la proximidad social, vialidad pública, 
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prevención del delito y la participación de la comunidad,  la promoción, 

atención de la denuncia ciudadana y la denuncia anónima, persecución y 

sanción de las infracciones y los delitos. 

Artículo 3.- La Comisión de Seguridad Pública Vialidad y Protección Civil 

Municipal, se sujetará a las normas y lineamientos de este Reglamento, 

y a las disposiciones legales aplicables por el Sistema Nacional de 

Seguridad Pública. 

Artículo 7.- La aplicación del presente Reglamento corresponderá, en 

sus respectivos ámbitos de competencia a las siguientes autoridades: 

I.- El Presidente Municipal; 

II.- El Regidor de Seguridad Pública, Vialidad y Protección Civil; 

III.- El Comisionado; 

IV.- El Comisario de Seguridad Pública; 

V.- El Comisario de Vialidad; 

VI.- El Comisario de Protección Civil; 

VII.- Los mandos operativos de la Comisaría de Seguridad Pública;  

VIII.- Los mandos operativos de la Comisaría de Vialidad; 

IX.- Los mandos operativos de la Comisaría de Protección Civil; y 

X.- El personal operativo integrante de las Comisarías de: Seguridad 

Pública; de Vialidad y de Protección Civil. 

 

Artículo 54.- La Comisaría de Vialidad es la dependencia encargada de 

regular el tránsito peatonal y de vehículos, vialidades, la prevención y 

atención de siniestros, y accidentes vehiculares, en cuyos aspectos 

técnicos de estudio, y análisis, coadyuvará para salvaguardar la 

integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, 

el orden y la paz pública. 

 

Artículo 55.- La Comisaría de Vialidad tiene las siguientes atribuciones y 

obligaciones: (…) 

XXII.- Imponer sanciones a las personas que infrinjan los reglamentos de 

Vialidad, con apego a la ley de Ingresos Vigente.(…) 

  

REGLAMENTO DE VIALIDAD PARA EL MUNICIPIO DE OAXACA DE 

JUÁREZ 

 

ARTÍCULO 1.- El presente Reglamento es de interés público y 

observancia general en el Municipio de Oaxaca de Juárez, tiene por 

objeto, establecer las normas de seguridad, control, supervisión y 

regulación del tránsito peatonal y vehicular. 

 

ARTÍCULO 2.- Para los efectos del presente Reglamento, se consideran 

vía pública a todo espacio de dominio público y de uso común destinado 

al tránsito de personas y vehículos que por disposiciones de la autoridad 

municipal, se encuentra destinada al libre tránsito de personas y 

vehículos, de conformidad con las leyes y reglamentos de la materia; 

entre las que se encuentran: las vías rápidas, vías alternas, arterias, 
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calles colectoras, avenidas, calzadas, calles locales, callejones, plazas, 

paseos, andadores, aceras, pasadizos, bulevares, rotondas, túneles, 

puentes peatonales y vehiculares, distribuidores viales que estén dentro 

del territorio municipal. 

 

ARTÍCULO 5.- Corresponde al Honorable Ayuntamiento, por conducto 

de la Comisión de Seguridad Pública, Vialidad y Protección Civil 

Municipal, la observancia y aplicación del presente Reglamento. 

.  

ARTÍCULO 6.- Para los efectos del presente Reglamento se entiende 

por: (…) 

 

XXIV. Infracción: Violación de cualquier disposición del presente 

Reglamento de Vialidad o demás disposiciones aplicables a los usuarios 

de la vía pública; (…) 

XXXIV. Policía Vial: Al integrante de la Comisaría de Vialidad, que en su 

carácter de autoridad está facultado para realizar funciones de control, 

supervisión, regulación del tránsito de personas y vehículos en la vía 

pública, así como formular las actas de infracción por contravenir las 

disposiciones establecidas en el presente Reglamento y demás 

disposiciones jurídicas legales aplicables a la materia; 

 

ARTÍCULO 11.- Son atribuciones del Comisario de Vialidad de, además 

de las establecidas en el Bando de Policía y Gobierno del Municipio de 

Oaxaca de Juárez: 

 

I. Cumplir y hacer cumplir el presente Reglamento y demás disposiciones 

de la materia;(…) 

 

VII. Formular las actas de infracción por sí mismo o a través de los 

Policías Viales, cuando sea procedente, así como las detectadas 

mediante dispositivos electrónicos, como comparenderas, cámaras de 

video, sensores de velocidad;(…) 

 

IX. Las demás que con tal carácter expresamente le atribuyan las 

disposiciones legales y las que le sean delegadas o encomendadas por 

el Presidente Municipal o el Comisionado. 

 

ARTÍCULO 14.- Son atribuciones y obligaciones del Subcomisario 

Operativo y Técnico de Vialidad: (…) 

 

VII. Formular las actas de infracción a los conductores que infrinjan el 

presente Reglamento; 
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VIII. Ordenar la detención, resguardo y remisión de los vehículos a los 

depósitos oficiales, por haber infringido sus conductores el presente 

Reglamento; 

 

ARTÍCULO 16.- Independientemente de las obligaciones y atribuciones 

que contempla el presente Ordenamiento y el Reglamento de la 

Comisión, son atribuciones y obligaciones de los Policías Viales: 

 

II. Formular las actas de infracción cometidas por los conductores que 

infrinjan el presente Reglamento, fundándolas y motivándolas 

correctamente, evitando abreviaturas o signos que impidan la 

comprensión del contenido; (…) 

V. Detener o asegurar un vehículo que represente un riesgo para la 

ciudadanía, para el propio conductor o demás conductores cuando se 

perciba que las aptitudes se encuentren disminuidas y puedan ocasionar 

un accidente; (…) 

 

ARTÍCULO 59.- Son obligaciones de los conductores de vehículos 

automotores para que puedan circular libremente en la jurisdicción del 

Municipio de Oaxaca de Juárez: 

I. Obedecer las indicaciones de los semáforos para vehículos, de la 

siguiente manera: 

a) Ante una indicación de luz verde del semáforo, los vehículos podrán 

avanzar en la misma dirección. De no existir semáforos especiales para 

peatones; 

b) Frente a una indicación de flecha verde exhibida sola o combinada con 

otra señal, los vehículos podrán entrar en la intersección para efectuar el 

movimiento indicado por la flecha; 

c) Ante la indicación de luz amarilla del semáforo, los peatones y 

conductores no deberán entrar a la intersección, excepto que el vehículo 

se encuentre ya en ella o el detenerlo signifique por su velocidad, peligro 

a terceros y obstrucción al tránsito, en estos casos el conductor 

completará el cruce con las precauciones debidas; 

d) Frente a una indicación de luz roja del semáforo, los conductores 

deberán detener la marcha antes de la raya de alto total, respetando los 

señalamientos del paso peatonal o en su caso de no existir los 

señalamientos de alto total y cruce peatonal el conductor deberá dejar un 

espacio transversal entre los límites extremos de las banquetas el 

espacio suficiente para el cruce de peatones; 

e) Cuando la luz roja del semáforo emita señales intermitentes, los 

conductores de vehículos deberán detener la marcha en la línea de alto, 

marcada sobre la superficie de rodamiento; en ausencia de esta, deberán 

detenerse antes de entrar en la zona peatonal o de cruce de peatones u 

otras áreas de control, y podrán reanudar su marcha una vez que se haya 

cerciorado que no existe riesgo alguno; 

f) Cuando la luz amarilla emita destellos intermitentes, los conductores 

de vehículos deberán disminuir la velocidad y podrán avanzar a través de 
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la intersección o pasar dichas señales después de tomar las 

precauciones necesarias, y 

g) Los semáforos, campanas y barreras instaladas en la intersección de 

ferrocarriles, deberán ser respetadas tanto por conductores como por 

peatones, antes de realizar el cruce. 

II. Conducir con precaución, en pleno uso de sus facultades físicas y 

mentales, sin llevar en los brazos a personas, mascotas en la ventanilla, 

u objeto alguno; 

III. Revisar las condiciones mecánicas de la unidad que manejen, 

comprobar el buen estado de llantas, limpiadores, sistema eléctrico, 

dirección, frenos y luces, así como verificar que cuentan con llanta de 

refacción en buenas condiciones, extinguidor, herramientas y reflejantes 

portátiles; 

IV. Estar provisto de placas, licencia, permiso vigente para conducir y 

tarjeta de circulación del vehículo, derechos que concesiona el Estado. 

V. Acatar las disposiciones relativas a las señales informativas y 

restrictivas, de estacionamiento sobre contaminación ambiental y límites 

de velocidad; 

VI. Usar el cinturón de seguridad el conductor y sus acompañantes; 

VII. Conservar su carril derecho, para permitir la libre circulación por el 

izquierdo, respetando el contraflujo exclusivo para vehículos del servicio 

público de transporte; 

VIII. Ascender y descender pasajeros en los lugares autorizados 

aproximándose a treinta centímetros de la banqueta, para evitar 

accidentes por atropellamiento; 

IX. Extremar las precauciones haciendo alto total, respetando el cruce de 

peatones al incorporarse en cualquier vía, al pasar cruceros, rebasar, 

cambiar de carril, dar vuelta a la izquierda, a la derecha o en ”U”, al 

circular en reversa, cuando el pavimento esté húmedo y en casos de 

accidente o emergencia; 

X. Entregar, en caso de infracción, a los Policías Viales cuando se 

requiera, la licencia o permiso para conducir y de la tarjeta de circulación 

para que procedan al levantamiento del acta correspondiente; 

XI. Guardar la distancia de seis metros en las zonas autorizadas para 

circular a una velocidad de sesenta kilómetros por hora, de tres metros 

en la de treinta kilómetros por hora y de dos metros en las de veinte 

kilómetros por hora, en relación al vehículo que circula adelante, y 

XII. Las demás que imponga el presente Reglamento y otras 

disposiciones legales. 

 

ARTÍCULO 60.- Son prohibiciones de los conductores de vehículos 

automotores las siguientes: 

I. Molestar a los peatones y demás conductores con el uso inapropiado 

de bocinas y escapes; 

II. Permitir que su licencia o permiso sea utilizada por otra persona; 
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III. Estacionarse en doble fila; 

IV. Permitir el ascenso y descenso de pasajeros sobre el arroyo vehicular; 

V. Transportar más pasajeros de los autorizados; 

VI. Conducir bajo los efectos de drogas o enervantes; 

VII. Conducir en estado de ebriedad, así como ingerir bebidas alcohólicas 

al momento de conducir; 

VIII. Retroceder en la vía pública, de circulación continua o 

intersecciones, excepto por una obstrucción que impida seguir la marcha; 

IX. Encender fósforos, encendedores, fumar y usar teléfonos celulares en 

el área de carga de combustible; 

X. Cargar combustible con el vehículo en marcha; 

XI. Cargar combustible con pasajeros en el caso de los vehículos del 

servicio público; 

XIII. Efectuar carreras o arrancones en la vía pública; 

XIV. Obstaculizar los pasos destinados para peatones y rampas 

exclusivas para el uso de las personas con discapacidad; 

XV. Cruzar las vialidades cuando las luces de los semáforos se 

encuentren en color rojo o amarillo; 

XVI. Rebasar a otro por el carril de tránsito opuesto en los siguientes 

casos: 

a. Cuando el carril de circulación contrario no ofrezca una clara visibilidad 

o no esté libre de tránsito en una longitud que permita efectuar la 

maniobra sin riesgo; 

b. Cuando se acerque a una cima o a una curva; 

c. Para adelantar cuando exista formación de vehículos; 

d. Cuando la línea o raya en el pavimento sea continua; 

e. Cuando el vehículo que lo precede haya iniciado una maniobra de 

rebase, y 

f. Cuando se acerque a un puente o sobre el mismo. 

XVII. Transportar menores de diez años y mascotas en los asientos 

delanteros del vehículo. 

XVIII. Utilizar teléfonos celulares o cualquier otro dispositivo de 

telecomunicación mientras se conduce, de modo que distraiga su 

atención al circular. 

XIX. Producir ruido excesivo y realizar perifoneo en la vía pública sin la 

autorización correspondiente. 

XX. Circular con las puertas abiertas y con ayudantes, cobradores o 

pasajeros en el estribo, y 

XXI. Las demás que imponga el presente Reglamento y otras 

disposiciones legales. 

 

ARTÍCULO 136.- Las sanciones que se impongan a los infractores, se 

hará atendiendo al presente Reglamento y demás disposiciones de la 

materia. 

 

ARTÍCULO 137.- Los elementos de la Policía Vial están facultados en 

caso de una infracción a las disposiciones que dicta este Reglamento, 
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para recoger licencias, tarjetas de circulación, placas de circulación y 

vehículos, a fin de garantizar el pago de las sanciones administrativas 

correspondientes. 

 

ARTÍCULO 138.- El conductor que contravenga las disposiciones del 

presente Reglamento se hará acreedor al pago de la multa 

correspondiente. 

 

ARTÍCULO 139.- Cuando el infractor en uno o varios hechos viole varias 

disposiciones de este Reglamento, se le acumularán y aplicarán las 

sanciones correspondientes a cada una de ellas. 

 

ARTÍCULO 149.- Las multas por las infracciones al presente Reglamento 

quedarán sujetas a la Ley de Ingresos del Municipio de Oaxaca de Juárez 

para el ejercicio fiscal vigente y se correlacionaran con el presente 

Reglamento, en cuanto a las hipótesis normativas contempladas, aun 

variando el título, capítulo, artículo, fracción o inciso del presente 

ordenamiento. 

 

Por lo anterior se faculta a las autoridades contempladas en el artículo 7 

del presente Reglamento a efectuar la correlación jurídica respectiva 

entre aquellas hipótesis contenidas en este ordenamiento y las sanciones 

o multas establecidas en la Ley de Ingresos del Municipio de Oaxaca de 

Juárez en vigor, al momento de determinar la infracción cometida. 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE OAXACA DE JUÁREZ 

EJERCICIO 2018 

 

Artículo 1. En el ·Ejercicio Fiscal comprendido del 1 de enero al 31 de 

diciembre del año 2016. El Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca, 

percibirá ingresos de gestión estimados por concepto de impuestos. 

Derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos: de 

conformidad con las tasas, cuotas o tarifas señaladas en la Ley de 

Hacienda Municipal del Estado de Oaxaca y los que se aprueben en la 

Ley de Ingresos del Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca. 

Además de las Participaciones Federales, los Fondos de Aportaciones 

Federales de infraestructuras, Social Municipal y de Fortalecimiento 

Municipal, que resulten de la aplicación de las fórmulas, variables y 

porcentajes de conformidad con lo establecido en las Leyes de 

Coordinación Fiscal y Coordinación Fiscal para el Estado do Oaxaca. ·  

 

Así como los montos que se reciban por la inscripción de Convenios, 

transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas que se 

determinen en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación 

ylo del Estado.  
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Artículo 2. Las disposiciones de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Oaxaca de Juárez. Oaxaca, son de orden público e interés general y 

tienen por objeto regular la obtención: administración y aplicación  de los 

Ingresos de la Hacienda Pública del Municipio de Oaxaca de Juárez,  así 

como los procedimientos administrativos en el ejercicio de facultades de 

comprobación y/o fiscalización. Así como de los derivados de la 

imposición de sanciones por violaciones a disposiciones administrativas 

y fiscales.   

 

Los servidores públicos municipales obligados a cumplir i3S 

disposiciones de la Ley de Ingresos del Municipio de Oaxaca de Juárez. 

Oaxaca, deberán observar que la administración de los recursos públicos 

federales, estatales o municipales, se realice  con base a criterios de 

legalidad, honestidad, imparcialidad, eficiencia, economía, racionalidad, 

austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas, equidad y 

proporcionalidad. 

 

Artículo 195. La determinación de las sanciones establecidas en el 

presente apartado para el cobro de infracciones de Vialidad del Municipio, 

se realizarán en los términos de la Ley de Ingresos aplicando 

supletoriamente en lo que no se oponga a la misma, el Reglamento de 

Vialidad. Para o cual los policías viales quedan facultados para imponer 

las infracciones que se establecen en el presente apartado. ·  

 

Para el caso específico de las sanciones establecidas por infracciones al 

Reglamento de Vialidad, se establece lo siguiente:  

 

En términos de os articulas 20 y 21 de la Ley de Ingresos, una vez que el 

policía vial haya elaborado el acta de inflación por fa tas al Reglamento 

de la materia en vigor, las Autoridades Fiscales procederán con base en 

la misma, y al historial de infracciones que tenga registrado el infractor, a 

determinar el monto de la sanción correspondiente que deberá enterar el 

infractor o responsable, conforme a la fracción X del presente artículo. La 

Autoridad Fiscal procederá en su caso a notificarla de conformidad con el 

artículo 23 de la Ley de Ingresos.  

 

Tratándose del pago de los conceptos establecidos en el artículo 173 

fracción I en los depósitos o encierros municipales las Autoridades de la 

Comisaria de Vialidad, e elaborarán la orden de pago correspondiente 

debidamente fundada y motivada, bastando para ello la anotación clara 

de los días transcurridos y el monto total que hasta el día de su 

elaboración haya generado el vehículo del que se pretenda su entrega, 

conforme al artículo 173 de la Ley de Ingresos: 

 

 V. Es obligación de los policías viales, integrantes de la Comisaria de 

Vialidad sin excepción alguna, retenerla licencia de conducir, tarjeta o 

placas de circulación del vehículo, con el objeto de garantizar el pago da 
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las infracciones aplicadas. Dichas garantías se deberán remitir 

debidamente relacionadas con el fin de garantizar el interés fiscal. (…) 

 

VII. Para el caso en que la Autoridad Fiscal haya determinado el crédito 

fiscal a consecuencia de un acta de infracción que a juicio del 

Comisionado Vialidad, deba ser recalificada, deberá hacer llegar a la 

Unidad de Recaudación Municipal, resolución fundada y motivada y la 

documentación comprobatoria necesaria mediante la cual exprese la 

causa por la que solicita la baja del sistema de Información 

correspondiente, procediendo esta dependencia acordar su solicitud. Las 

infracciones establecidas en la fracción X del presente artículo tendrán 

un· mínimo y un máximo para su aplicación, el cual se establecerá de 

acuerdo al grado de reincidencia en la comisión de infracciones de 

Vialidad en el lapso de un año, contados a partir de la primera violación.  

 

La sanción mínima se aplicará para la primera vez que se cometa la 

infracción; para la reincidencia deberá aplicarse el monto mínimo de la 

sanción sin derecho a descuento por pago oportuno; a partir de la 

segunda reincidencia se incrementará un cincuenta por ciento sobre el 

monto mínimo establecido, sin derecho a descuento por pronto pago; 

para la tercera reincidencia y adicionales se cobrará el monto máximo de 

la infracción incrementado en un cincuenta por ciento, sin derecho a 

descuento por pago oportuno.  

 

Para el Ejercicio Fiscal 2018, las infracciones al Reglamento de Vialidad, 

y las que se establezcan en la Ley de Ingresos, se sancionarán conforme 

a lo dispuesto en la presente fracción:  

 

XI. Tratándose de las sanciones por conducir en primero, segundo o 

tercer grado de ebriedad contenidos en los códigos V068, MT61 y M036, 

los Jueces Calificadores podrán imponer al conductor las siguientes 

sanciones dado el caso de la hipótesis normativa, en caso de que el 

vehículo que conduce el infractor sea del servicio de transporte público 

se le impondrá el máximo de la multa de acuerdo al grado de ebriedad en 

que se encuentre.”  

 

Del texto de los preceptos legales citados en el acta de infracción 

número 10328, se identifica que en ninguno se determina el ámbito 

territorial donde el policía vial puede ejercer válidamente sus 

atribuciones, por lo que, efectivamente, la autoridad demandada 

contravino la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 párrafo 

primero Constitucional, que establece que todo acto de autoridad debe 

estar debidamente fundado y motivado; por consiguiente, el hecho de 

que un acto emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones, 
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no contemple el ámbito territorial donde la legislación le permite ejercer 

sus atribuciones, implica una contravención a la mencionada garantía 

constitucional, pues es un requisito indispensable precisar la 

competencia donde una autoridad va a ejercer sus atribuciones, para 

que el acto sea considerado legal, lo que no aconteció en el caso en que 

se estudia.  

Por ello, para garantizar el cumplimiento del principio de 

fundamentación previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, es imprescindible que la autoridad 

administrativa precise su competencia por razón de materia, grado o 

territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le 

otorgue la atribución practicada, para lo cual debe invocar, en su caso, 

el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente y, si el 

ordenamiento no lo incluye y se trata de una norma compleja, tendrá que 

transcribirse la parte correspondiente; dicha imposición tiene como 

propósito que el administrado afectado tenga el conocimiento y la 

certeza plena de que la autoridad que invade su esfera jurídica lo hace 

con base en una norma jurídica que le faculta para actuar en ese sentido.  

Respalda este criterio, la Jurisprudencia 2a./J. 115/2005, con 

número de registro 177347, perteneciente a la Novena Época, emitida 

por la  Segunda Sala, consultable en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta Tomo XXII, Septiembre de 2005, Materia 

Administrativa, visible en la página 310, del rubro y texto siguientes:  

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 

EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE 

MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL 

PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN 

EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O 

SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE 

TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 

TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo 

dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, 

mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU 

FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE 

AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se 

sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de 

fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de 

exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a 

la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se 

trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia 
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constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad 

jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que 

afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la 

prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los 

requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se 

concluye que es un requisito esencial y una obligación de la 

autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo 

puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto 

dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada 

legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de 

competencia, regido específicamente por una o varias normas que 

lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la 

garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la 

Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise 

exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o 

territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le 

otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, 

fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el 

ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma 

compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la 

única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las 

facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario 

significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el 

cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento 

que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, 

materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo 

en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas 

legales que integran el texto normativo es la específicamente 

aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de 

materia, grado y territorio.” 

 

En virtud de lo expuesto, se aprecia que es fundado el segundo 

concepto de impugnación de la demanda de nulidad, porque no se precisó 

por parte de la autoridad demandada, su competencia territorial, pues la 

autoridad demandada, el POLICÍA VIAL CON NÚMERO ESTADÍSTICO 

**********, ADSCRITO A LA COMISARÍA DE VIALIDAD DEL MUNICIPIO 

DE OAXACA DE JUÁREZ, Oaxaca, no precisó en qué ley, reglamento, 

decreto o acuerdo, se encuentra prevista la atribución de levantar una 

infracción de tránsito municipal dentro del Municipio de Oaxaca de Juárez, 

Oaxaca, pues todas las autoridades tienen el deber de fundar debidamente 

su competencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 16 párrafo primero de 

la Constitución Federal, pues en esa tesitura todo acto de autoridad debe 

emitirse por quien esté legalmente facultado para ello, expresándose en el 
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documento en el que conste el acto, el carácter con que la autoridad emisora 

lo suscribe y el precepto legal que le otorgue dicha legitimación, aun en la 

hipótesis de que la norma legal no contemple apartados, fracción o 

fracciones, incisos y subincisos, pues en ese caso, como ya se dijo, la 

autoridad estará obligada a transcribir la parte relativa del precepto en que 

funde debidamente su competencia. 

Lo anterior, con la finalidad de dar certeza y seguridad jurídica al 

particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su 

interés jurídico, pues de esta manera el gobernado tiene conocimiento de las 

referencias que le permitan defender sus intereses, ya que de lo contrario se 

le privaría al afectado de un elemento que pudiera ser fundamental para 

impugnarlo porque ignoraría el precepto legal que da competencia a la 

autoridad para emitir el acto de molestia, y se le vedaría la posibilidad de 

combatir ese acto cuando estime que no se apega al ordenamiento jurídico 

que le otorga facultades. 

Siendo así, se concluye que citar en el acto de molestia el fundamento 

de la competencia de la autoridad emisora, constituye un requisito esencial y 

una obligación ineludible de la autoridad, pues ésta sólo puede hacer lo que 

la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido 

realizado por la autoridad facultada legalmente para ello, dentro del ámbito 

de su competencia, normado por una o varias normas que así lo permitan. 

Lo precedente es así, porque no es admisible guarecer en la 

garantía de legalidad, ninguna clase de ambigüedad, porque su finalidad 

consiste en una particularización del acto de autoridad, acorde a la 

hipótesis jurídica en que se ubique el administrado en relación con las 

facultades de la autoridad, por motivos de seguridad jurídica. 

Por lo anteriormente expuesto, es procedente REVOCAR la 

sentencia de fecha veintidós de abril de dos mil diecinueve y se  

DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA del acta de infracción con folio 

********* de veintidós de abril de dos mil diecinueve, levantada por el 

Policía Vial con número estadístico **********, adscrito a la Comisaría de 

Vialidad del Municipio de Oaxaca de Juárez; y derivado de ello, conforme 

al principio general de derecho que estipula que “lo accesorio sigue la 

suerte de lo principal”, se ordena a la autoridad demandada que haga 

entrega a **********, de la licencia de conducir que le fue retenida como 

garantía de pago; porque ese acto proviene de otro viciado de origen, 

como es la ilegal acta de infracción impugnada en el presente juicio. 

Resulta aplicable al presente caso, la Jurisprudencia con número 

de registro 252,103, perteneciente a la Séptima Época, emitida por los 
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Tribunales Colegiados de Circuito, consultable en el Semanario Judicial 

de la Federación, Sexta Parte, página 280, de rubro y texto siguientes:  

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la 

autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos 

derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén 

condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su 

origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, 

por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían 

aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los 

tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta 

irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”  

Bajo esa consideración, al haber resultado suficiente el estudio 

del segundo concepto de impugnación, en el que se demostró la 

ilegalidad del acta de infracción con folio ********** de veintidós de abril 

de dos mil diecinueve, por la falta de competencia territorial de la 

autoridad emisora, lo que implica declarar la nulidad lisa y llana del acto 

impugnado; por lo tanto, es innecesario analizar los demás motivos de 

inconformidad del escrito de demanda, pues en nada variaría el sentido 

del fallo. Este señalamiento, se apoya en la jurisprudencia I.2o. J/32, 

emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en materia administrativa del 

Primer Circuito, en la Novena Época, publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Tomo X de agosto de 1999, consultable 

a página 647, con el rubro y texto del tenor literal siguientes: 

 

“CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS 

EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA 

CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar 

exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento 

contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia 

en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede 

ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal 

que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho 

argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la 

decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en 

cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría 

la dilación de la justicia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO.” 

Por las razones antes expuestas, y por lo fundado de los agravios 

esgrimidos por el recurrente, se REVOCA la sentencia recurrida; y con 
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fundamento en los artículos 237 y 238 de la Ley de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, se: 

R E S U E L V E 

PRIMERO. Se REVOCA la sentencia de fecha veintidós de abril 

de dos mil diecinueve, y se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acta 

de infracción de folio ********** de diecinueve de septiembre de dos mil 

dieciocho, levantada por el Policía Vial con número estadístico ********** 

de la Comisaría de Vialidad del Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca, 

por las razones expuestas en el considerando que antecede.  

 SEGUNDO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, remítase copia 

certificada de la presente resolución a la Segunda Sala Unitaria de 

Primera Instancia de este Tribunal y en su oportunidad archívese el 

presente cuaderno de revisión como asunto concluido. 

Así por unanimidad de votos, lo resolvieron y firmaron los 

Magistrados integrantes de la Sala Superior del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado; quienes actúan con la Secretaria General de 

Acuerdos de este Tribunal, que autoriza y da fe.  
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